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1. INTRODUCCIÓN 
 
El presente documento tiene por objetivo poner de relieve los aspectos de la 
LOMCE (Ley Orgánica para la Mejora de la Calidad Educativa) que 
recientemente ha sido aprobada en España, destacando aquellos que nos 
parecen más relevantes y haciendo un breve análisis de ellos. 
 
Los últimos dos años en nuestro país han sido los años de la evidencia de la 
crisis. Desde la Red IRES hemos reflexionado y trabajado en la escuela sobre 
diferentes aspectos de la misma. Concretamente, durante el curso 2012-2013 
nos planteamos desarrollar estrategias educativas que rescataran lo que la 
crisis podría aportar de positivo al desarrollo de la “Escuela que queremos”. Sin 
extendernos demasiado en este tema, podemos resumir que para nosotras la 
crisis podía aparecer como una oportunidad para que en la sociedad 
recobraran fuerza valores fundamentales que se encuentran en los cimientos 
de nuestro compromiso como red: solidaridad, cooperación, sostenibilidad... y 
el importante papel que la comunidad educativa puede desempeñar en el 
desarrollo de redes sociales que minimicen los efectos devastadores de las 
políticas neo-liberales que el poder hegemónico nos impone. 
 
En términos generales, nuestra opinión es que la crisis está resultando una 
excusa perfecta al partido que actualmente gobierna en España, una excusa 
sobre todo para desmantelar los servicios públicos. Educación y sanidad han 
sido objeto de todo tipo de recortes en nombre de la necesaria austeridad.  
 
Nuestros políticos siguen las directrices de Europa y mientras destinan los 
fondos del innombrable rescate a tapar los agujeros de la banca, entre la 
población aumentan el paro, los desahucios y la pobreza. Se nos bombardea 
machaconamente con la idea de que hemos vivido por encima de nuestras 
posibilidades al tiempo que salen a la luz un sinfín de evasiones fiscales y 
casos de corrupción de la mismísima clase política y a las que la lenta justicia 
apenas llega cuando se resuelven los casos los delitos han prescrito. 
 
En este contexto, el ministro de educación -y después de haber recortado todos 
los recursos posibles (e imposibles) a la escuela pública- recurre al discurso 
sobre fracaso escolar -amparado en los informes PISA- para elaborar una 
nueva ley que mejore la calidad de la enseñanza. Esta ley pone de manifiesto 
una idea absolutamente mercantilista de la escuela, una ideología neo-liberal 
sobre cómo debe funcionar la sociedad que, en definitiva, es la misma que se 
evidencia cuando se adoptan medidas de austeridad que restan recursos a los 
que más los necesitan para pagar la deuda provocada por la banca. El discurso 
no puede ser más contradictorio, no se puede mejorar la calidad de la escuela 
al tiempo que se le restan medios. 
 
 
 
 
 



  3 

2. AUTONOMÍA EN LA GESTIÓN Y ORGANIZACIÓN 
DE LOS CENTROS 
 
La dimensión organizativa y de gestión que la recién aprobada Ley Orgánica 
para la Mejora de la Calidad Educativa (LOMCE) presenta en su conjunto 
grandes déficits, cuando no ausencias destacables. Es una contradicción 
declarar en el preámbulo que se pretende “un aumento de la autonomía de 
los centros” cuando paralelamente se pretende una fuerte recentralización del 
sistema. 
El Gobierno central fijará los contenidos de las materias troncales de Primaria, 
Secundaria y Bachillerato (por ejemplo, Biología y Geología; Física y Química, 
Geografía e Historia; Lengua; Matemáticas; Idioma extranjero). Para casi todas 
las demás, las "específicas" (Educación física, Plástica, Música, entre otras), 
fijará objetivos y criterios de evaluación; las autonomías fijarán el temario 
concreto en este caso. Las autonomías perderán, por tanto, capacidad de 
decisión sobre los contenidos educativos, ya que la reforma educativa aumenta 
la capacidad del Gobierno central para fijar hasta el 65% de los contenidos de 
las enseñanzas mínimas para las comunidades con lengua cooficial y el 75% 
para el resto. 
Analizada más internamente, a nivel curricular, esta autonomía se limita a 
“diseñar e implantar métodos didácticos propios de conformidad con las 
directrices que, en su caso, establezcan las administraciones 
educativas”. 
 
La autonomía pedagógica queda reducida a una mera autonomía 
didáctica/metodológica que, por otra parte, es consustancial con la condición 
de docente. 
 
Metodología y evaluación son elementos que, efectivamente, quedan para la 
decisión del profesorado. Pero la autonomía profesional es sólo una frase para 
la publicidad y para lograr el consentimiento del profesorado, haciéndole creer 
que tiene realmente poder decisorio cuando, en realidad, se encuentra con las 
manos atadas y con un nudo cada vez más apretado. Las numerosas 
evaluaciones externas que se implantan siguen cerrando los propósitos de los 
centros docentes, abocándolos a preparar a la población escolar para superar 
esas pruebas, que no recogen la diversidad de las aulas, ni la diversidad de los 
modelos de enseñanza-aprendizaje. No recoge la posibilidad de realizar 
cambios ni adaptaciones del curriculum, no permite establecer materias 
propias, ni sistemas diversos de organización en las escuelas; por el contrario, 
implementa un contexto de recentralización de los contenidos curriculares. 
 
La implantación de la LOMCE supone una merma de la autonomía en la 
organización y gestión de los centros. Aparece una separación cualitativa de 
funciones, entre la Dirección (ejecutivas) el Consejo Escolar (consultivas). 
En el Preámbulo (VII) se explicita que la ley da a los directores “… como 
representantes que son de la Administración educativa en el centro, la 
oportunidad de ejercer un mayor liderazgo pedagógico y de gestión…”. 
 El director/a va a tener potestad para seleccionar la plantilla de maestros y 
maestras: “el director en los centros públicos podrá intervenir en el 
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nombramiento del profesorado interino y del profesorado en comisión de 
servicios…”, elaborar y aprobar el presupuesto económico, los proyectos 
educativos y los procesos de admisión de alumnas y alumnos. 
También se modifica la composición de la Comisión que ha de seleccionar y 
nombrar a las direcciones de los centros, ya que en la misma la mayoría la 
ostentarán los representantes de la Administración (modificación del artículo 
135 de la LOE).  
La autonomía de que habla la LOMCE es falsa porque es una autonomía 
restringida, tutelada, vigilada y sometida a “una rendición de cuentas” 
constante y tremendamente ideologizada. Impone un férreo control sobre los 
centros tanto en el ámbito pedagógico como en su funcionamiento organizativo 
y de gestión. 
 
En lo pedagógico porque queda sometido a los estándares y criterios de 
evaluación en manos del Gobierno y es una evidencia constatada que “tal 
como evalúas así enseñas”.  
En el funcionamiento de los centros porque los maniata más que nunca, ya que 
los recursos económicos para su funcionamiento estarán en función de  unos 
rendimientos y resultados que ellos no controlan ya que están predefinidos y 
predeterminados centralizadamente por las instancias administrativas 
superiores.  
Dicho de otra manera, quien gobierna se reserva el control sobre lo que se 
hace (el currículum a impartir), la verificación de su cumplimiento (“reválidas” 
estandarizadas) y los recursos económicos a asignar en función de los 
resultados, el denominado “pago por resultados” del mundo empresarial.  
No debemos permitir que los centros que configuran la Escuela Pública 
se vean obligados a comportarse como empresas privadas que tienen 
que competir y rendir constantemente cuentas frente a su accionista 
mayoritario: el gobierno de turno. 
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3. FORMACIÓN DEL PROFESORADO 
 
La formación permanente del profesorado viene siendo desde hace años 
competencia de las diferentes Comunidades Autónomas a través de la 
Subdirección General de Formación del Profesorado desde donde se 
establecen unas líneas prioritarias de actuación y  una red de centros asignada 
para diseñar, gestionar e impartir la formación. La consecución de unos 
créditos de formación válidos para recibir en nómina el complemento de 
formación permanente –los sexenios- así como hacerse valer en concursos o 
actos administrativos como mérito, se convierten en el objetivo primordial de la 
formación que ofrece la Administración. El profesorado debe estar listo para 
competir y se ve abocado a conseguir todos los créditos que precise para 
conseguir su propósito: un traslado, una pequeña subida de sueldo, una 
beca…   
 
 En la Comunidad de Madrid, una vez que asumió el poder el mismo partido del 
actual gobierno, se produjeron una serie de cambios que supusieron un fuerte 
recorte en los presupuestos destinados a la formación del profesorado, Orden 
2883/2008, de 6 de junio. Los Centros de Profesores y Recursos habilitados en 
distintas localidades madrileñas para la formación del profesorado fueron 
clausurados o sustituidos y poco a poco las ayudas para participar en 
actividades de formación, intercambios, distintas modalidades de becas al 
estudio, han desaparecido o se van restringiendo supeditándose a las líneas 
prioritarias que marca la Administración, llevándose la palma el programa de 
bilingüismo. 
 
Más de 2.600 maestros madrileños han sido habilitados para impartir alguna 
materia del currículo en inglés y unos 80.000 alumnos y alumnas participan en 
sus colegios del programa bilingüe. Aunque el mensaje de la Administración 
informa del éxito de esta iniciativa, la realidad es que el cacareado bilingüismo 
no se produce de manera fácil en nuestro alumnado. Las familias que pueden 
costean a sus hijos una academia de inglés donde les ayudan a afianzar 
conocimientos y conseguir los objetivos del programa, y la propia 
Administración contrata y establece convenios con maestros extranjeros 
nativos para que los estudiantes escuchen,  practiquen el inglés y superen las 
pruebas anuales que permitirá a los colegios anunciarse como los mejores en 
el ranking. 
 
La Administración también promueve la formación en línea y se encarga de 
impartir cursos para los coordinadores TIC, Tecnologías de la Información y la 
Comunicación. No deja de ser éste un propósito loable, la LOMCE insiste en 
promover el uso de las TICs en el aula para llevar a cabo las tareas de 
enseñanza – aprendizaje, pero el objetivo no puede llevarse a término hasta 
que se facilite la competencia digital de los docentes así como los recursos que 
mejoren las condiciones de los centros. 
 
Se mantienen las convocatorias de formación que fueron impulsadas por los 
Centros de Profesores: Grupos de Trabajo para elaborar y experimentar 
materiales curriculares, Seminarios para debatir e intercambiar experiencias y 
Proyectos de Formación en Centros para incidir en la mejora del 
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funcionamiento del centro y de los resultados académicos de los alumnos y se 
fomentan los Proyectos de Formación en Calidad para promover planes de 
mejora de la calidad de la enseñanza o experiencias basadas en Modelos de 
Calidad y Planes de Mejora, así como las actividades de especial dedicación 
(rutas viajeras, campeonatos escolares, convivencia escolar,…) a realizar con 
el alumnado fuera del horario lectivo.  
 
Con solo leer estos términos nos viene a la mente el mundo de la gestión de 
empresa, que es en lo que pretenden  convertir nuestros colegios, y no es en 
vano que tales proyectos deban surgir como iniciativa del equipo directivo y 
que muchos de ellos reciban nombres como Olimpiadas, Torneos o Concursos, 
incitando con ello a la competitividad. Nada más lejos de la escuela liberadora, 
abierta y solidaria que queremos. 
 
Entendemos que para una mejora real de la calidad de la enseñanza la 
formación del profesorado habría de conjugar tanto la actualización y 
profundización humanística y científica, adaptando al currículo los nuevos 
conocimientos científicos, con metodologías que inciten a un aprendizaje activo 
más rico, que responda a la diversidad del alumnado con la utilización de 
recursos más atractivos, próximos a los intereses de los estudiantes de nuestra 
época, adaptados a la realidad de los nuevos tiempos. 
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4. PARTICIPACIÓN Y COOPERACIÓN EN LA 
COMUNIDAD EDUCATIVA 
 
Uno de los principios básicos de la escuela pública es la democracia, es decir 
la participación y cooperación de toda la Comunidad Educativa en la gestión y  
toma de decisiones en los centros y contextos educativos.   
 
La nueva ley rechaza este principio y opta,  casi a hurtadillas, por obviar o 
recortar esta participación. El trabajo colaborativo y la participación democrática 
no interesan a los fines del mercado, al modelo de gestión empresarial y 
competitividad que nos han colado con la LOMCE. Esta es la primera ley que 
se olvida de procesos autogestionados, de autoevaluaciones, de consensos, 
de cooperación, de educación integral con el concurso de toda la tribu…  
 
De manera explícita en la LOMCE destacan dos aspectos: las nuevas 
competencias del Consejo Escolar (art. 80) y el nombramiento y competencias 
de la dirección (art 81-84).  Pero, también, participaciones claves como las de 
los colectivos de familias, alumnado y profesorado en la organización y gestión 
de los centros.  
 
Los Consejos Escolares se convierten en meros órganos consultivos, vacíos de 
la capacidad de decisiones como es el nombramiento del director del centro, el 
cual pasa a depender de la administración educativa que se reserva la mayoría 
de miembros en la comisión. Ahora sí los directores serán afines a ideologías 
concretas dejando de representar al centro para representar a la 
Administración educativa. Los Consejos, por su parte, ampliamente denostados 
ya, perderán todo interés. Ser consejero se convierte ahora en algo totalmente 
retórico. La escuela pública pierde otras de sus señas de identidad: la gestión 
pública, por participativa, de los recursos.  
 
La participación de las familias en la vida de los centros, abandonada también 
por actuaciones anteriores, no tiene ninguna relevancia en la nueva ley. Su 
papel en los Consejos queda mermada y no se activa ninguna medida para 
mejorar las relaciones y la colaboración de padres y madres, ya sea través las 
asociaciones o a través de cualquier otro procedimiento. La implicación de las 
familias y el trabajo cooperativo y colaborativo con el profesorado es de vital 
importancia para la mejora de la calidad, los recursos, los procesos y los 
rendimientos de los centros públicos, justamente aquello que cualquier ley 
educativa debería perseguir.  
   
¿Y qué podemos decir de la participación del alumnado?. Por supuesto esta 
ley no plantea nada más allá de las encorsetadas reuniones de delegados o 
presencia de alumnos-as en un Consejo bajo mínimos. La promoción de 
asociaciones, asambleas y debates en las aulas, grupos que propongan y 
compartan actividades convivenciales y complementarias, …, proporcionarían 
una riqueza y compromiso extraordinarios en la vida de los centros educativos, 
aborregados, ahora y después de esta ley, por la falta de propuestas de 
dinamización relacional y cultural.         
La LOMCE, en definitiva, es una ley que nos hace retroceder en temas de  
participación y democracia. Una ley más jerarquizada que no contempla la 
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búsqueda de soluciones a través de las opiniones plurales, ni el debate ni el 
consenso. Ni siquiera en su elaboración se ha contado con los sectores de la 
Comunidad Educativa y se han ignorado especialmente las opiniones del 
profesorado, agentes muy conocedores de la realidad educativa y de las 
causas del llamado fracaso escolar.  
 
El control que la Administración pretende ejercer sobre los currículos y el 
trabajo profesional de los docentes no debemos consentirlo. Las evaluaciones 
externas que plantea la nueva ley desautorizan la labor del profesorado y los 
insta a ser meros ejecutores, un rol devastador para la educación pública, 
crítica e investigativa de calidad, para la formación integral del alumnado y, 
desde luego, para la democracia interna de los centros educativos.    
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5. CONCLUSIONES 

 
La LOMCE es la séptima ley educativa en casi cuatro décadas de democracia y 
a nuestro juicio éste es uno de los problemas de la educación en nuestro país. 
Es obvio que la validez o no de un modelo no resultará evidente hasta pasadas 
unas cuantas generaciones. Por el camino se hace necesaria la reflexión y la 
evaluación de todos los factores y agentes implicados y, por consiguiente, la 
modificación de lo que resultase necesario. Pero esta continua derogación y 
aprobación de leyes educativas no han conseguido sino obligar a los 
profesionales a llamar con distinto nombre la misma práctica, una práctica que 
hace mucho tiempo quedó obsoleta. 
 
Por su parte, los alumnos y alumnas, de los que se dice en el preámbulo: “son 
el centro y la razón de ser de la educación”, no parecen tener más papel en la 
escuela que el de memorizar y examinarse una y mil veces de los contenidos 
marcados por ley. Si el objetivo es formar personas críticas con pensamiento 
propio (también explicitado en el preámbulo) la ley debería responder con su 
propuesta a tal fin, pero a nuestro juicio y como intentaremos analizar más 
adelante diseña un camino que conduce justamente a todo lo contrario. 
 
El rechazo a la LOMCE ha sido mayoritario, todos los componentes de la 
Comunidad Educativa y el resto de partidos en el Congreso han expresado su 
oposición; la LOMCE ha sido aprobada en la más absoluta soledad de una 
mayoría absoluta. 
  
 

 
 
 
 

 


